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INTRODUCCIÓN 

  

El conflicto armado que ha vivido Colombia data de hace más de 50 años y no ha tenido 

distinción alguna de clase social y género, pero si tiene un factor común y es que la gran 

mayoría de víctimas del conflicto han vivido en las zonas rurales de los 1.102 municipios 

con los que cuenta el territorio nacional. 

Esta investigación se enmarca en el periodo comprendido por la Ley 1448 de 2011 (2011 – 

2021) y las víctimas de reclutamiento forzado que hacen parte de su registro.  

El fenómeno que se ha presentado y que se presenta con mayor frecuencia es el 

Desplazamiento Forzado, es el hecho victimizante que mayor reconocimiento e impacto ha 

tenido y por el cual se destinan la mayor cantidad de recursos por parte del estado para atender 

las emergencias humanitarias derivadas de ese hecho. 

Los grupos armados ilegales han aprovechado el alto grado de vulnerabilidad de los hogares 

víctimas del conflicto, para reclutar de manera indiscriminada a los menores y de esa forma 

incrementar el número de combatientes a sus filas. 

¿Pero dónde están los programas que atienden a las víctimas de reclutamiento forzado? 

Esa pregunta nos la hemos hecho nosotros como investigadores y también como ciudadanos, 

pero solo a través de la firma del acuerdo de paz se ha visibilizado un poco esta problemática 

que ha afectado de manera directa a los niños, niñas y adolescentes del país. 

La competencia de atender a las menores víctimas recae sobre el ICBF (Instituto Colombiano 

de Bienestar Familiar) y la UARIV (Unidad para la atención y reparación integral a las 

víctimas). 

Es preciso aclarar que los programas y rutas de atención establecidas tanto por el ICBF como 

por la UARIV, tienen limitaciones y un número importante de la población total afectada no 

puede acceder a los mismos. 
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Esto obedece en gran medida al desconocimiento por parte de las víctimas acerca de la oferta 

institucional con la que cuenta cada una de esas entidades y que posterior al proceso de 

desvinculación, es podría ofrecer mejores oportunidades y condiciones de vida. 

Por otro lado, el ritmo y estilo de vida que estos menores han llevado dentro de las filas de 

los grupos armados al margen de la ley, les impide tener una mentalidad un poco más abierta 

y crítica respecto de todas las actividades que se pueden realizar en un entorno en el que 

nadie los va a llamar o tildar como ex guerrilleros, ex combatientes. Es importante 

complementar que durante su transito por las filas de los grupos armados ilegales, ellos han 

adquirido una independencia tanto económica como intelectual. 

Su pensamiento respecto de lo que es la vida como civil, no representa nada interesante ni 

llamativo para muchos de ellos, ya que dentro de las filas tienen poder de mando, dinero, 

libertad, armas y han recibido la información de que no hay nada mejor que la vida en el 

monte. 

Y eso se evidencia fundamentalmente en las declaraciones rendidas por cada uno de esos 

menores desvinculados, al momento de acogerse a las medidas de atención y reparación 

integral con que cuenta el ICBF y la UARIV. Se les ofrece una atención psicológica, un 

acompañamiento por parte del ICBF y un recurso económico que se entrega por una única 

vez y corresponde a valor actual de dos salarios mínimos mensuales legales vigentes. 

Para ellos es una suma irrisoria, ya que han manifestado que eso se lo pueden ganar 

fácilmente en uno o dos meses de trabajo dentro de las filas de los grupos armados ilegales. 

Ese ha sido uno de los factores más difíciles para poder cambiar la percepción que se tiene 

respecto de volver a ser parte de la sociedad civil en general. 

Todos los puntos relacionados en esta investigación tienen como precedente lo establecido 

por la Ley 1448 de 2011, respecto de la atención que deben recibir los niños, niñas y 

adolescentes en el marco del conflicto armado interno en Colombia. 

A través de esta investigación, ahondaremos en los puntos álgidos y los puntos fuertes que 

tiene el proceso de atención a este tipo de población vulnerable y las características o 

requisitos mínimos que se requieren para acceder a los beneficios otorgados por el estado. 
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Tomaremos de la amplia bibliografía existente sobre este tema, los reportes e informes 

aportados por los organismos internacionales que son expertos en atender a los niños, niñas 

y adolescentes que han sido víctimas de reclutamiento forzado no solo en Colombia, sino en 

diferentes lugares del mundo. 

Destacaremos la poca o casi nula articulación que el estado colombiano ha tenido con las 

entidades y/o entes casi siempre de carácter internacional que son pioneros en la atención de 

este tipo de problemáticas. 

 

PROBLEMA DE INVESTIGACIÓN 

 

¿Qué resultados han brindado las políticas públicas asistencialistas en las rutas de 

atención establecidas por el estado colombiano para atender a los niños, niñas y 

adolescentes víctimas del conflicto armado en Bogotá D.C. y Cundinamarca durante el 

período 2011 – 2019?  

En Colombia no se tiene la cifra exacta de cuántos niños, niñas y adolescentes hacen o han 

hecho parte de los grupos armados ilegales. Esto obedece, en buena medida, a la poca 

visualización de la problemática por parte del gobierno nacional y a la falta de voluntad por 

parte de los grupos armados ilegales cuando se propicia un espacio de diálogo que involucra 

a todos los competentes. Aun cuando hay grandes esfuerzos de organizaciones 

internacionales para visualizar esta problemática, el tema aún genera preocupación, teniendo 

en cuenta que hasta la fecha las rutas de atención disponibles no generan un impacto lo 

suficientemente fuerte que permita mitigar las afectaciones a causa de esta problemática. 

Se ha buscado desde diferentes ámbitos garantizar los derechos de los niños, niñas y 

adolescentes con el fin de disminuir el riesgo de reclutamiento y para ello es necesario 

entender que existen condiciones de vulnerabilidad que hacen indispensable una respuesta 

integral del Estado, las comunidades y las familias en los territorios. Algunos de los contextos 

en los que los niños y niñas colombianos habitan, no son apropiados para alejarlos del 

conflicto armado y es por eso que, a la fecha, las medidas ofrecidas por el estado muchas 
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veces son insuficientes y no garantizan el restablecimiento de los derechos de las menores 

víctimas del conflicto armado. 

Por todo lo mencionado anteriormente, se hace necesario tener en cuenta los compromisos 

adquiridos en los acuerdos firmados por Burundi (2.000) y Liberia (2.003), donde se le dio 

un rol preponderante e indispensable a los menores que resultaron afectados como 

consecuencia del conflicto armado y se buscó brindar una respuesta y atención efectiva que 

permitiera un cambio radical en los hábitos y estilos de vida que llevaban los menores que 

hicieron parte de los grupos armados ilegales. 

Para ello se hizo necesario contar con el apoyo económico de la comunidad internacional, 

debido a que esos países se encontraban en situaciones de extrema pobreza y les era casi 

imposible implementar mecanismos que atendieran a toda la población afectada como 

consecuencia del conflicto armado. 

Aunque Colombia a nivel general no se encuentra clasificado como un país en condición de 

pobreza extrema, es necesario que se permita la intervención de los organismos 

internacionales que tienen mucho más bagaje y experiencia en la atención de menores en 

condición de vulnerabilidad. 

El estado actualmente a través de las dos entidades (UARIV e ICBF) que tienen a su cargo 

la atención de los niños, niñas y adolescentes, ha trabajado con los programas de reparación 

integral y restablecimiento de derechos para que los menores puedan volver a la vida civil 

como ciudadanos productivos y con la garantía de que las situaciones vividas como 

consecuencia del conflicto armado, no se repetirán. 

Es pertinente considerar que la reparación a las víctimas de reclutamiento forzado, si bien 

debe responder a impactos específicos de este tipo de violación, debe estar sujeta a las 

mismas consideraciones de la reparación a los niños, niñas y jóvenes víctimas de otras 

violaciones de derechos humanos en el contexto del conflicto armado y de aquí se desprende 

una gran tarea para el estado y es reparar a todas las víctimas del conflicto armado. Es decir, 

una política de reparación al reclutamiento forzado no puede ofrecer condiciones 

sustancialmente mejores que la reparación que se debe a jóvenes y niños víctimas de otras 
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violaciones. El diseño de un programa de reparación integradora para jóvenes reclutados por 

las FARC u otras guerrillas en caso de que se produzca una desvinculación masiva, requerirá 

incorporar nuevos elementos que reconozcan con mayor fuerza aun las dimensiones 

comunitarias y las condiciones de marginalidad de los territorios donde ellos retornen o se 

asienten. Dicho programa debería combinar los procesos de reparación e integración de esos 

jóvenes, junto con procesos de reparación y desarrollo comunitario en diferentes zonas del 

país. 

 

 

VARIABLES DEL PROBLEMA 

 

• La reintegración a la vida civil y la inserción en las políticas económica y social no 

ha involucrado a todos los menores que se han desvinculado de los grupos armados 

ilegales. 

• En el diseño de políticas y programas de atención solo han estado presentes los entes 

gubernamentales, pero no se les ha dado la oportunidad a los menores y sus familias 

de intervenir y aportar en los procesos de construcción y restablecimiento de 

derechos. 

• Las políticas o programas establecidos deberían propender por orientar a los menores 

de que son sujetos con derechos, pero también son sujetos con responsabilidades ante 

la sociedad civil. 

 

OBJETIVO GENERAL 

 

Identificar el impacto generado por las Políticas Públicas establecidas por el Gobierno 

Nacional para los niños, niñas y adolescentes víctimas de reclutamiento forzado en Bogotá 

D.C y Cundinamarca 2011 – 2019. 
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OBJETIVOS ESPECÍFICOS 

 

• Reconocer las fortalezas y debilidades de la política asistencialista para los niños, 

niñas y adolescentes víctimas de reclutamiento forzado en Bogotá D.C y 

Cundinamarca. 

• Analizar las Políticas de Atención, Asistencia y Reparación Integral a las Víctimas 

del Conflicto Armando 

• Sugerir ajustes o modificaciones a la política de reintegración y reparación integral, 

teniendo en cuenta el entorno en el que se desenvuelven las menores víctimas de 

reclutamiento forzado. 

 

HIPÓTESIS DE LA INVESTIGACIÓN 

 

Con base en los documentos consultados, podemos inferir que las medidas aplicadas para 

mitigar el impacto que genera el reclutamiento forzado en los niños, niñas y adolescentes en 

Bogotá D.C – Cundinamarca en los años 2011 - 2019, no han sido lo suficientemente 

efectivas. 

 

VARIABLES DE LA INVESTIGACIÓN 

 

• La percepción de los niños, niñas y adolescentes respecto de las políticas que ofrece 

el Gobierno Nacional para atenderlos de manera integral. 

• El desconocimiento por parte de la sociedad civil de las políticas que ofrece el 

Gobierno Nacional en materia de atención integral a los niños, niñas y adolescentes. 

• La deficiencia en la articulación con organizaciones internacionales, que permitan 

una mejor implementación de los programas o políticas con que el Gobierno dispone 

para atender a los menores. 



 

7 
 

• El bajo presupuesto asignado por parte del Gobierno Nacional para atender a los 

niños, niñas y adolescentes víctimas de reclutamiento forzado. 

• La falta de acompañamiento por parte del Gobierno Nacional después que los 

menores reciben la atención de los programas. 

 

ANTECEDENTES 

 

El documento “UNA GUERRA SIN EDAD” es un informe que habla del reclutamiento y la 

utilización de niños, niñas y adolescentes en el conflicto armado colombiano. Hace parte de 

la red de documentos oficiales del Centro de Memoria Histórica. 

Su objetivo principal fue documentar el origen de los grupos armados ilegales en Colombia 

y el por qué los menores se volvieron parte fundamental de su estructura. Así como contribuir 

a esclarecer las dinámicas y tendencias del reclutamiento de niños, niñas y adolescentes. 

Esta publicación es el resultado de un proceso de investigación del Centro Nacional de 

Memoria Histórica (CNMH), que empezó en 2015 y cuya metodología permitió que el 

informe refleje voces provenientes de memorias sociales, relatos, estudios cuantitativos 

realizados por instituciones del Estado, así como la base de datos del Observatorio de 

Memoria y Conflicto (OMC) del CNMH. Las guerrillas han sido el mayor reclutador con 

8.701, el 69% total de los casos. Los grupos paramilitares son responsables del 24% con 

2.960 casos, los grupos armados post-desmovilización son responsables de 839 casos que 

corresponden al 7 %, y la fuerza pública con 3 casos. 

Este informe propone, además, un marco de comprensión del reclutamiento que integre voces 

normalmente no asociadas al mismo. Así, por ejemplo, el informe aborda la literatura 

existente desde 1960, desde la génesis misma de varios grupos armados ilegales, y no desde 

el momento en que el código penal tipifica el delito del reclutamiento. 

 



 

8 
 

BASES TEÓRICAS 

 

Para nuestra investigación se plantea una teoría basada en los principios mencionados por 

Amartya Sen donde se menciona que debe existir un bienestar general que prime por encima 

de las dificultades de acceso a una economía óptima. Menciona que una de las mayores 

fortalezas de una sociedad es el desarrollo humano siendo este un proceso mediante el cual 

la población puede mejorar las condiciones de vida desde los más pequeños hasta los adultos 

de la tercera edad, a través de un incremento de bienes con los que puedan suplir sus 

necesidades además de un entorno social en el que se respeten los derechos humanos. Se 

consideran las diferentes opciones que tiene un ser humano en su propio medio, para ser lo 

que él desea ser. 

Sen en su libro libertad y desarrollo nos dice que: “el hambre y la desnutrición (raras entre 

las democracias, abundantes entre las regiones coloniales, por ejemplo); la enfermedad por 

insalubridad y por falta de medios para evitarla y tratarla (las diferencias de longevidad entre 

colectivos puede ser un buen indicador de esto); la falta de libertad política, encarnada por la 

denegación de los derechos humanos a muchas personas, o la desigualdad…. “ 

Dentro de tanto también hablamos de las oportunidades sociales, o todos aquellos servicios 

públicos que ofrece un Estado para la mejora personal de la sociedad, como lo es la 

educación. Para Sen estas tienen una gran relevancia al interactuar de manera precisa con 

algunas otras libertades, como lo es el derecho a una vivienda digna, y los derechos políticos 

adquiridos a lo largo de la existencia de cada individuo.  

Las leyes colombianas diseñadas para atender a los menores que han sido víctimas de 

reclutamiento forzado, no garantizan el cubrimiento total de las necesidades básicas para 

nuestra población objetivo como lo son los niños, niñas y adolescentes ya que estas 

difícilmente tendrán el impacto esperado si no se logran alianzas o convenios con 

instituciones cuya razón de ser principal es atender a población en situaciones de 

vulnerabilidad como las que viven a diario los menores en Bogotá D.C y Cundinamarca. 
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Se hace necesario centrarse e identificar de qué forma se pueden atender de manera integral 

y con mayor cobertura a los menores que han sido víctimas de reclutamiento forzado.  

Instituciones como la ONU, UNICEF, SAVE THE CHILDREN por nombrar solo algunas 

de las que mayor impacto generan en este tipo de población, trabajan de manera 

independiente en nuestro país y esto ocurre principalmente porque el Gobierno Nacional es 

quien siempre quiere llevarse los créditos o reconocimientos de las labores realizadas para 

atender a determinada población. 

Adicional a eso, pocas veces se tiene en cuenta que estas organizaciones que en su mayoría 

son del orden internacional, traen recursos de todo tipo para garantizar que los programas 

implementados sean exitosos y tengan un impacto positivo y fuerte en la población. 

Estas organizaciones atienden el problema de raíz, acuden a las zonas donde se genera la 

problemática, interactúan de manera directa con el entorno familiar de los menores que han 

sido víctimas de reclutamiento forzado, realizan un acompañamiento permanente a los 

menores, visibilizan la problemática y las alternativas de solución no solo aquí en Colombia, 

sino también en los países donde ellos ya han realizado este tipo de trabajos. 

En Colombia sencillamente se preocupan por salir en los medios diciendo cuánto dinero se 

les pagó a los menores por concepto de indemnización, por concepto de ayuda humanitaria, 

solo se habla de cifras, pero pocas veces el análisis va más allá de pensar qué hacen los 

menores con esos recursos, ¿efectivamente cuentan con acompañamiento y formación 

permanente para retornar de nuevo a la vida civil? 

Es por eso que nuestra base teórica se enmarca en la articulación con entes del orden 

internacional que manejan una problemática igual o similar a la nuestra. 

 

Las víctimas del conflicto armado en Colombia son identificadas por una serie de requisitos, 

la Ley 1448 de 2011 tiene como objeto 
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 “La presente ley tiene por objeto establecer un conjunto 

de medidas judiciales, administrativas, sociales y 

económicas, individuales y colectivas, en beneficio de las 

víctimas de las violaciones contempladas en el artículo 

3º de la ley en mención, dentro de un marco de justicia 

transicional, que posibiliten hacer efectivo el goce de sus 

derechos a la verdad, la justicia y la reparación con 

garantía de no repetición, de modo que se reconozca su 

condición de víctimas y se dignifique a través de la 

materialización de sus derechos constitucionales”1 

En cumplimento de lo anterior el Gobierno Nacional plantea diferentes Políticas Públicas 

orientadas a reparación de víctimas y para el caso de la presente investigación cuenta con 

algunos parámetros y condiciones, entre las cuales resaltamos lo siguiente: 

• ARTÍCULO 182. REPARACIÓN INTEGRAL. Los niños, niñas y adolescentes 

víctimas en los términos de la presente ley, tienen derecho a la reparación integral. 

Este derecho incluye las medidas de indemnización, rehabilitación, satisfacción, 

restitución y garantías de no repetición. 

• ARTÍCULO 184. DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN. Los niños, niñas y 

adolescentes víctimas tienen el derecho a obtener una indemnización. Los padres, o 

en su defecto, el defensor de familia, podrán elevar la solicitud, como representantes 

legales del niño, niña o adolescente, de la indemnización a la que estos tengan 

derecho. Cuando los niños, niñas o adolescentes hubieren sido víctimas del 

reclutamiento ilícito, deben haber sido desvinculados del grupo armado organizado 

al margen de la ley siendo menores de edad para acceder a la indemnización. 

 

“La reparación integral a las víctimas implica no sólo 

una indemnización monetaria o la restitución de unos 

                                                           
1 Congreso de la Republica.  
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bienes, sino un acompañamiento del Estado que 

garantice el goce efectivo de derechos en materia de 

educación, salud, vivienda, programas de empleo y 

generación de ingresos, entre otros, así como acciones 

para devolverles su dignidad, memoria, recuperar la 

verdad y crear las condiciones para que hechos como los 

que sufrieron no vuelvan a repetirse"2 

 

De conformidad con el artículo anterior se hace claridad que la reparación a las víctimas del 

conflicto armado debe ser integral, por tal motivo los niños y niñas requieren de un 

acompañamiento muy especial, pues en muchos casos el impacto generado no es posible 

cuantificar, para ello el gobierno creo una Política de Atención y Reparación a Víctimas, la 

cual busca que las acciones realizadas por entidades como el Instituto Colombiano de 

Bienestar Familiar (ICBF) hayan sido derivadas de las peticiones formuladas por los 

representantes de víctimas en las mesas de participación.  

Violencia: Todo acto físico, intelectual o moral que lesiona la dignidad, el cuerpo, la vida, 

los derechos y la existencia material y espiritual de las personas, con las respectivas 

consecuencias psicológicas, morales y sociales.  

Conflicto armado: Una de las más impactantes manifestaciones de la violencia, que afecta 

masivamente un gran número de la población, e involucra diferentes sectores de la sociedad, 

que se enfrentan por la vía de las armas, con el fin de defender intereses, sociales, ideológicos, 

religiosos, económicos, políticos y/o geográficos.  

Población vulnerable: Grupo de personas que se encuentran en estado de desprotección o 

incapacidad frente a una amenaza a su condición psicológica, física y mental, entre otras, 

                                                           
2 Unidad para la atención y reparación integral a las víctimas. Ruta Integral Individual. 

https://www.unidadvictimas.gov.co/es/atencion-asistencia-y-reparacion-integral/ruta-integral-

individual/11416 
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excluido tradicionalmente de la sociedad por sus particularidades o por razones 

socioeconómicas.  

Población desplazada por la violencia: se refiere a personas o grupos de personas que se 

ven obligados a abandonar sus viviendas, su trabajo, etc. a causa de amenazas y/o ataques 

contra su vida y la de su familia, dentro del marco del conflicto armado.  

Prevención: Se refiere a la adopción de mecanismos orientados a evitar y controlar el 

impacto y las consecuencias producidas por la violencia, en el ámbito psicológico, familiar 

y comunitario. Comprende acciones educativas y de fomento de la capacidad para desarrollar 

conductas que lleven al mejoramiento de la calidad de vida, la identificación, registro y 

control de los factores de riesgo, el diagnóstico del perfil psicosocial e intervención 

psicosocial adecuada a la realidad de la población.  

 

BASE LEGAL 

 

• Ley 12 de 1992: Por medio de la cual se aprueba la Convención sobre los Derechos 

Del Niño. En los artículos 38 (numeral 4) y 39, determinan que los Estados deben 

adoptar todas las medidas posibles para asegurar la protección y el cuidado de los 

niños afectados por un conflicto armado y que dichas medidas deben promover la 

recuperación física y psicológica y la reintegración social en un ambiente que fomente 

la salud, el respeto de sí mismo y la dignidad del niño. 

• Ley 418 de 1997: Reconocimiento como víctima de la violencia política a toda 

persona menor de 18 años que tome parte en las hostilidades y ordena al ICBF diseñar 

y ejecutar un programa especial de protección para la asistencia a estos niños, niñas 

y adolescentes. 

• Ley 599 de 2000: El código penal colombiano, en su artículo 162, tipifica el delito 

de reclutamiento ilícito. 
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• Ley 833 de 2003: Protocolo Facultativo de la Convención sobre los Derechos del 

Niño, relativo a la participación de niños, niñas y adolescentes en los conflictos 

armados. 

• Decreto 128 de 2003: Modificó el Decreto 1385 de 1994, incluye, lo relativo al 

Comité Operativo para la Dejación de las Armas- CODA, las entidades que lo 

conforman, sus funciones y establece los beneficios y el proceso de reincorporación 

a la vida civil y la protección y atención de los niños, niñas y adolescentes 

desvinculados. 

• Ley 975 de 2005: Conocida como Ley de Justicia y Paz, define la condición de 

víctima a través del Artículo 5 y establece sus derechos a la justicia, verdad y 

reparación en los artículos 6, 7 y 8, respectivamente. 

• Ley 1098 de 2006: El Artículo 20 establece la protección ante guerras y los conflictos 

armados internos; y la prevención ante reclutamiento y utilización por parte de grupos 

armados organizados al margen de la ley y las peores formas de trabajo infantil, 

conforme al Convenio 182 de la OIT. El artículo 175 estipula el principio de 

oportunidad en los procesos seguidos a los adolescentes como participes de los delitos 

cometidos por grupos armados al margen de la ley; y el 176 la prohibición especial 

entrevista y la utilización en actividades de inteligencia de los niños, niñas y 

adolescentes desvinculados por parte de autoridades de la fuerza pública. 

• Decreto 4138 de 2011: Por el cual se crea la Agencia Colombiana para la 

Reintegración de Personas y Grupos Alzados en Armas, adscrita al Departamento 

Administrativo de la Presidencia de la República. 

• Ley 1448 de 2011: y sus decretos reglamentarios. Ley de Víctimas por la cual se 

dictan medidas de atención, asistencia y reparación integral a las víctimas del 

conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. Título VI Protección Integral 

a los Niños, Niñas y Adolescentes Víctimas. 

• Sentencia C-174 de 2004: La Corte reconoce que el reclutamiento de niños, niñas y 

adolescentes a la confrontación armada vulnera sus derechos a la integridad personal, 

a la vida, a la libertad, al libre desarrollo de la personalidad, a la expresión, a la 

educación, a la salud, a la familia y a la recreación, entre otros. 



 

14 
 

• Sentencia C-203 de 2005: Para la Corte resulta claro que la respuesta jurídico-

institucional al problema de la desmovilización de menores combatientes ha de estar 

orientada hacia una finalidad resocializadora, rehabilitadora, educativa y protectora. 

• Sentencia C-253ª de 2012: La Corte señala que la previsión conforme a la cual se 

reconoce a los menores de edad que hagan parte de organizaciones armadas 

organizadas al margen de la ley la condición de víctima se ajusta a los estándares 

internacionales sobre la materia y constituye un desarrollo de las exigencias del 

ordenamiento superior en relación con el deber de protección de los menores de edad. 

• Sentencia C069 de 2016: Demanda de inconstitucionalidad contra el artículo 190 de 

la ley 1448 de 2011. 

• Decreto Ley 671 de 2017: Por el cual se modifica la Ley 1448 de 2011, en lo 

relacionado con la certificación de desvinculación de menores en caso de acuerdos 

de paz y se dictan otras disposiciones. 

 

TERMINOLOGÍA 

 

• Niños, niñas y adolescentes: Son ciudadanos sujetos plenos de derechos, sociales, 

culturales, diversos, capaces, completos y activos, que al igual que los demás seres 

humanos, menores de 18 años. Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 34 del 

Código Civil, se entiende por niño o niña las personas entre los 0 y los 12 años, y por 

adolescente las personas entre 12 y 18 años de edad. (Ley 1098 de 2006, Artículo 3).3 

• Víctima: Se consideran víctimas para efectos de la Ley 1448 de 2011 (Ley de 

Víctimas y Restitución de Tierras), en su artículo 3º aquellas personas que individual 

o colectivamente hayan sufrido un daño por hechos ocurridos a partir del 1º de enero 

de 1985, como consecuencia de infracciones al Derecho Internacional Humanitario o 

                                                           
3 Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. Lineamientos de Política Pública para el Desarrollo de los 

Niños, Niñas y Adolescentes en el Departamento y el Municipio. 
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de violaciones graves y manifiestas a las normas internacionales de Derechos 

Humanos, ocurridas con ocasión del conflicto armado interno.4 

• Derechos fundamentales de los niños, niñas y adolescentes: Son derechos 

fundamentales de los niños, las niñas y los adolescentes: la vida, la integridad física, 

la salud y la seguridad social, la alimentación equilibrada, su nombre y nacionalidad, 

tener una familia y no ser separados de ella, el cuidado y amor, la educación y la 

cultura, la recreación y la libre expresión de su opinión. Serán protegidos contra toda 

forma de abandono, violencia física o moral, secuestro, venta, abuso sexual, 

explotación laboral o económica y trabajos riesgosos. Gozarán también de los demás 

derechos consagrados en la Constitución, en las leyes y en los tratados internacionales 

ratificados por Colombia.5 

• Protección integral: Se entiende como una obligación del Estado, de la familia y de 

la sociedad el reconocimiento de los niños, niñas y adolescentes como sujetos de 

derechos, la garantía y cumplimiento de los mismos, la prevención de su amenaza o 

vulneración y la seguridad de su restablecimiento inmediato en desarrollo del 

principio del interés superior.6  

• Reclutamiento ilícito o forzado: Es un delito reconocido por el Código Penal 

Colombiano en el Artículo 162 donde se señala: el que, con ocasión y en desarrollo 

de conflicto armado, reclute menores de dieciocho (18) años o los obligue a participar 

directa o indirectamente en las hostilidades o en acciones armadas, incurrirá en 

prisión de noventa y seis (96) a ciento ochenta (180) meses y multa de ochocientos 

(800) a mil quinientos (1500) salarios mínimos legales mensuales vigentes.7 

                                                           
4 El Congreso de la Republica, Ley 1448 (10 de Junio de 2011), Por la cual se dictan medidas de atención, 

asistencia y reparación integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones 

Articulo No.3  
5 Constitución Política de Colombia, Articulo 44 

 
6 El Congreso de la Republica, Ley 1098 (8 de noviembre de 2006), por la cual se expide el Código de la 

Infancia y la Adolescencia, Articulo No. 7. 
7 El Congreso de la Republica, Ley 599 (24 de julio de 2000), por la cual se expide el Código Penal., Articulo 

No. 162. 
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• Restablecimiento de los derechos de niños, niñas y adolescentes: Conjunto de 

actuaciones administrativas que la autoridad competente debe desarrollar para la 

restauración de la dignidad e integridad de niños, niñas y adolescentes como sujetos 

de derechos, y de su capacidad para disfrutar efectivamente de los derechos que le 

han sido vulnerados , dentro del contexto de la protección integral y los principios de 

prevalencia, interés superior, perspectiva de género, exigibilidad de derechos, 

enfoque diferencial y corresponsabilidad de la familia, la sociedad y el Estado.8 

• Reparación integral: Las víctimas tienen derecho a la reparación integral de manera 

adecuada, diferenciada, transformadora y efectiva por el daño que han sufrido como 

consecuencia de las violaciones que trata el Artículo 3 de la Ley 1448 de 2011. La 

reparación comprende las medidas de restitución, indemnización, rehabilitación, 

satisfacción y garantías de no repetición en sus dimensiones individual, colectiva, 

material, moral y simbólica. La implementación de las medidas depende del caso 

particular y las necesidades de cada persona.9 

• Garantías de no repetición: Las Garantías de No Repetición son las medidas 

implementadas por el Estado que comprometen a la sociedad en su conjunto para que 

las violaciones a los Derechos Humanos e Infracciones al Derecho Internacional 

Humanitario nunca vuelvan a ocurrir. Son un componente esencial de la reparación 

integral, ya que ninguna medida política, material o simbólica de reparación tiene 

valor si el Estado y la sociedad no les aseguran a las víctimas que lo que les sucedió 

no se repetirá nunca más.10 

• ICBF: Instituto Colombiano de Bienestar Familiar. 

• UARIV: Unidad para la Atención y reparación integral a las víctimas. 

                                                           
8 Instituto Colombiano de Bienestar familiar, Concepto 28 (22 de marzo de 2017), 2.1. Proceso 

Administrativo de Restablecimiento de Derechos.  
9 Ley de víctimas y restitución de Tierras, Por la cual se dictan medidas de atención, asistencia y reparación 

integral a las víctimas del conflicto armado interno y se dictan otras disposiciones. y Articulo 25, Derecho a la 

reparación integral  
10 Ministerio del Interior, Prevención, protección y Garantías de no repetición 

https://gapv.mininterior.gov.co/node/11242 
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ENFOQUE METODOLOGICO 

 

La metodología utilizada consistió en una revisión teórica, siguiendo las pautas de los 

estudios cualitativos realizados por los organismos internacionales cuyo fin principal es 

atender a los menores que han sido víctimas de reclutamiento en todos los rincones del 

mundo. 

El estudio se afronta desde una perspectiva y un enfoque cualitativo sobre las posturas que 

ha asumido el Gobierno Nacional en atención a que no se conoce con exactitud la cantidad 

de niños y niñas que hicieron parte de este conflicto, se pretende dar una correcta 

interpretación a documentos oficiales y al impacto que se busca generar con programas 

propuestos en función del cumplimiento de los derechos de los niños. 

La Unidad para la atención y reparación integral para las víctimas nos indica a través de un 

estudio demográfico que los departamentos de Antioquia y Meta son los que más víctimas 

de reclutamiento forzado han reportado desde la implementación de la Ley de víctimas.  

El instrumento utilizado ha sido el estudio de fuentes secundarias, las cuales permiten 

conocer hechos o fenómenos a partir de documentos o datos recopilados por otros. Los 

informantes en ambos casis pueden ser personas o documentos inéditos o publicados , así 

como otras fuentes que posibilitan al investigador extraer conocimiento sobre un 

determinado problema en estudio. 
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Tabla 1. Menores reportados como víctimas de reclutamiento en Colombia.  

.  

Fuente: Red Nacional de información, unidad para las victimas 

Se abordan de manera analítica las variables que tienen en cuenta cada uno de los organismos 

internacionales que intervienen a las menores víctimas de reclutamiento forzado en Colombia 

y que han tenido un impacto favorable. Esto con el fin de articular, fortalecer y definir rutas 

TERRITORIAL Vinculación de Niños Niñas y Adolescentes

ANTIOQUIA 854

ATLÁNTICO 16

BOLÍVAR 88

CAQUETÁ Y HUILA 616

CAUCA 431

CENTRO 601

CESAR Y GUAJIRA 126

CHOCO 286

CÓRDOBA 32

EJE CAFETERO 185

MAGDALENA 45

MAGDALENA MEDIO 164

META Y LLANOS ORIENTALES 918

NARIÑO 327

NORTE DE SANTANDER Y ARAUCA 399

PUTUMAYO 323

SANTANDER 106

SUCRE 54

URABÁ 320

VALLE 216
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por parte del Gobierno Nacional para que las ya existentes tengan un impacto más favorable 

en toda la población objetivo. 

 

 

 

 

 

ANALISIS DE RESULTADOS 

 

Dentro de la validación cualitativa se observa que los beneficios de las políticas públicas para 

los menores de edad desvinculados de los grupos armados al margen de la ley no son 

completos, ya que únicamente se mantienen mientras sean menor de edad por lo cual esto 

nos da un claro escenario de abandono por parte del Estado para este tipo de poblaciones. 

Hasta el momento no existen estudios claros que nos brinden información precisa sobre el 

paso a paso o el proceder del Estado luego de la reinserción de estas personas a la vida civil, 

ya que de inicio se plantearon una serie de beneficios e ideas de política pública para 

abastecerlos, no solamente en términos económicos sino también sociales. 

Así mismo no existe información clara de los términos en los que entregan los desvinculados 

a la sociedad ya que, aunque se prometieron muchas cosas después de casi 3 años aún se 

encuentra parte de esta población en los lugares designados para su reestructuración social 

sin recibir mayor apoyo social que en su mayoría seria uno delos elementos más importantes 

para nuestra población objetivo.  

La ley 1448 del 2011 planteada y en la cual se sustenta que debe existir un acompañamiento 

del Estado hasta determinado momento sobre todo con la población infantil no es precisa ni 

clara en la determinación de tiempo de acompañamiento para cada uno de los individuos ya 

que si bien es cierto que está planteado el acompañamiento no se asevera cual es el proceso 

para cierta población que debe estar segmentada por distintos parámetros y características de 

cada grupo poblacional.  
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Si bien el estudio demográfico evidencia que los departamentos de Antioquia y Meta son los 

que más víctimas de reclutamiento forzado han reportado, la diferencia no es 

significativamente superior  a lo reportado en Caquetá – Huila y el centro del país, de lo 

anterior se puede concluir que el reclutamiento forzado no solo se presento en las zonas con 

mayor presencia de grupos armados sino también en las zonas de dos (2) de las principales 

ciudades del país donde la presencia de los dichos grupos no se consideraba importante, por 

lo anterior programas de reparación deben ser incluyentes, muy ambiciosos para todo el país.   

El acuerdo de paz no término con el ingreso   de niños, niñas y adolescentes a los grupos 

armados, si bien el reclutamiento forzado disminuyo también se dio origen a nuevas formas 

de reclutamiento sin alejarlos de su hogar, lo que hace más difícil determinar la participación 

de los NNA en los grupos que aun se encuentran al margen de la ley, en atención a que se 

dedican a realizar delitos que no se asocian directamente con los modos operandi de dichas 

organizaciones.  

 

CONCLUSIONES 

 

El Estado debe reconocer el contexto nacional para entender la dimensión del conflicto 

armado que se vive por más de sesenta años consecutivos. Pero, más que esta situación, lo 

que en verdad se requiere es trabajar para que haya más oportunidades para los Niños, Niñas 

y Adolescentes y no tomen como vía de escape, la de las armas. Un joven sin oportunidades 

es un potencial actor armado en muchas partes del territorio colombiano, sobre todo en las 

regiones en las que aun existe presencia de grupos guerrilleros. Por tal motivo se deben 

direccionar más recursos hacia la reparación de las victimas pero no solamente hacia las 

indemnizaciones económicas sino también hacia el acompañamiento que se debe realizar a 

los Niños, Niñas y Adolecentes que asegure que en  el futuro estas víctimas tendrán un 

espacio donde puedan apórtale a la sociedad.    

 Se sugiere, entonces, que el Estado recobre el papel fundamental en cuanto a la soberanía se 

refiere, la protección de los ciudadanos y la protección de los Niños, Niñas y Adolecentes 
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para que no caigan en el conflicto. Asimismo, la familia, con sus condiciones y expectativas, 

será posible vincularla de forma activa en el proceso de formación de niños y jóvenes, 

evitando juzgar sus diferencias logrando acercarlos a la educación. 

Para lograr la desvinculación de los Niños, Niñas y Adolecentes del conflicto armado, es 

necesario crear más organizaciones como el bienestar familiar, y fortalecer la sociedad en 

todas sus dimensiones y que el Estado avance en normas, leyes, y protocolos de protección 

al menor infractor y le garantice una salida digna como actor del conflicto y recupere el lugar 

que le corresponde en la sociedad. 

En la aplicación de la ley 1448 de 2011 se evidencia que los menores que no lograron 

desvincularse de las fuerzas armadas ilegales antes de cumplir la mayora de edad, perderán 

los beneficios a los que podían acceder, pues se puede presumir que pasarían de ser víctimas 

a victimarios y deberán ser juzgados por la justicia dentro de estas condiciones.  

El código penal reza que, “El que, con ocasión y en desarrollo de conflicto armado, reclute 

menores de dieciocho (18) años o los obligue a participar directa o indirectamente en las 

hostilidades o en acciones armadas, incurrirá en prisión de noventa y seis (96) a ciento 

ochenta (180) meses y multa de ochocientos (800) a mil quinientos (1500) salarios mínimos 

legales mensuales vigentes"11. Esta medida tomada no genera el suficiente impacto en los 

grupos armados, no intimida a aquel que ejecuta esta acción, a nuestro juicio esto no es un 

obstáculo para constitución del delito, por lo tanto debería ser alto a tener en cuenta para 

evitar que más Niños, Niñas y Adolescentes sean usados para la guerra. 

Existe un documento elaborado por la UNICEF que expresa, “En mayo del 2002, los 

gobiernos del mundo se reunieron en Nueva York para acordar un nuevo plan de acción 

para ayudar a los niños y las niñas de todo el mundo. La reunión fue llamada la ‘Sesión 

Especial de la Asamblea General de las Naciones Unidas en favor de la Infancia”12. Entre 

el plan de acción se habla de terminar con el reclutamiento y la utilización de los niños en 

los conflictos armados lo cual va en contravía del derecho internacional, aseguran harán lo 

                                                           
11 Código penal Colombiano, Articulo 162 
12 Movimiento Mundial en favor de la Infancia, Una publicación del Movimiento Mundial en favor de la 

Infancia 2002, Un Mundo Apropiado para los Niños y las Niñas 
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necesario para que los niños reclutados puedan recuperarse física y mentalmente ademas de 

ayudarles a unirse de nuevo a la sociedad. Entre los países que adquirieron estos 

compromisos se encuentra Colombia, que después de la firma del acuerdo de paz debe 

destinar los recursos más adecuados para lograr la ejecución del plan de acción acordado, en 

atención a que podría ser el más beneficiado por que recuperaría activamente a futuros 

ciudadanos que podrían aportar de manera positiva al progreso del país.   

PROPUESTA  

 

• Identificar los elementos ambientales, culturales y personales que hacen posible que 

los Niños, Niñas y Adolescentes de poblaciones vulnerables sean reclutados de 

manera ilícita por grupos armados al margen de la ley. 

• Reestructurar las Políticas Públicas de reparación buscando una segmentación o 

intervención del Estado dirigida a mejorar la forma en que se atienden a los Niños, 

Niñas y Adolecentes víctimas del conflicto armado en atención a que no todos 

presentan las mismas necesidades, no todos requieres las mismas medidas de 

reparación y tampoco los mismos tiempos. El acompañamiento debería ser mayor y 

no solo a los menores de edad, sino también a los mayores que no vieron salida alguna 

al reclutamiento en el que se encontraban sometidos. 

• La Política reestructurada debe aportar componentes y corregir los programas de 

acompañamiento ya ofrecidos, en lo posible elaborando un método de reparación y 

reintegración individual integral. Las disposiciones tomadas deben ser ejecutadas por 

las entidades idóneas, de modo que se garantice que el programa implementado 

genere los resultados proyectados. 

• Los planes deben incluir oportunidades para que los jóvenes que no lograron salir del 

reclutamiento siendo menores de edad, teniendo en cuenta su cultura con sentido ético 

y ciudadano, en condiciones dignas  ofreciendo alternativas para olvidar ese pasado 

y asumir su responsabilidad con las víctimas y el resto de la sociedad, con una 

posición de construcción de ciudadanos, sin presuponer la responsabilidad penal; su 

participación pueda estar orientada a dar respuestas a víctimas en particular, dar 
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cuenta de hechos o situaciones específicas. En todo sentido, el esclarecimiento 

buscando siempre la verdad, potegiendo su integridad. 

• Estructurar un programa de reparación integral para jóvenes reclutados por las FARC 

u otras guerrillas en atención a la desmovilización masiva que se presento por el 

acuerdo de paz, debe incluir elementos que traten con amplitud las condiciones de la 

comunidad para lograr la reparación e integración de esos jóvenes apoyando el 

desarrollo comunitario en vastas zonas del país. 
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